
L’expedient es troba a la seu de la Conselleria d’Agricultura i Pesca
(Departament Jurídic i Econòmic, c/ d’Eusebi Estada, 145, 07009 Palma).

Número d’expedient AG 0065/08
Persona responsable CORTES PICAZO FRANCISCA
Normativa infringida l’article 84.2 de la Llei 8/2003, de 24 d’abril, de

sanitat animal.
Sanció multa de 3.001,00 a 60.000,00 €

Palma, 16 de novembre de 2009

El secretari general
Fernando Pozuelo Mayordomo

— o —

Num. 25785
Notificació d’acord d’iniciació d’expedient sancionador en
matèria de ramaderia núm. AG 0095/08

D’acord amb l’article 59.5 de la Llei 30/1992, de 26 de novembre, de
règim jurídic de les administracions públiques i del procediment administratiu
comú, quan les persones interessades en un procediment són desconegudes,
s’ignora el lloc de notificació o el mitjà, o no s’ha pogut efectuar la notificació,
s’ha de fer per mitjà de la publicació en el butlletí oficial corresponent.

Per això, es notifica a la persona que s’indica al final d’aquest edicte, com
a responsable de la infracció, que disposa d’un termini de quinze dies hàbils,
comptadors des de l’endemà que es publica aquesta notificació, per formular
al·legacions davant la Direcció General d’Agricultura, per aportar-hi els docu-
ments i les informacions que consideri pertinents, i també per proposar la prova
i concretar els mitjans que vulguin fer servir, d’acord amb el que estableix el
Decret 14/1994, de 10 de febrer, pel qual s’aprova el Reglament del procedi-
ment a seguir per l’Administració de la Comunitat Autònoma en l’exercici de la
potestat sancionadora.

Podrà reconèixer la seva responsabilitat i fer efectiva la sanció correspo-
nent, de manera que es posa fi al procediment sancionador, sens perjudici de la
potestat d’interposar els recursos procedents, d’acord amb el que preveu l’arti-
cle 10 del Decret 14/1994.

Si no reconeix la responsabilitat ni presenta al·legacions sobre el contin-
gut de l’acord d’iniciació en el termini establert, la iniciació pot ser considera-
da proposta de resolució, d’acord amb l’article 8 del Decret esmentat.

Mentre es tramiti l’expedient sancionador, podrà consultar-lo i, així
mateix, tendrà el dret de conèixer la identitat de la persona que l’instrueix, que
s’esmenta en l’acord d’iniciació, a l’efecte de poder promoure’n la recusació,
d’acord amb l’article 29 de la Llei 30/1992, de 26 de novembre, de règim jurí-
dic de les administracions públiques i del procediment administratiu comú.

L’expedient es troba a la seu de la Conselleria d’Agricultura i Pesca
(Departament Jurídic i Econòmic, c/ d’Eusebi Estada, 145, 07009 Palma).

Número d’expedient AG 0095/08
Persona responsable CARRERAS SERRA ANTONIO JOSE
Normativa infringida l’article 14.2 c) de la Llei 32/2007, de 7 de novem-

bre, per a la cura dels animals en l’explotació, transport, experimentació i sacri-
fici.

Sanció multa de 3.001,00 a 60.000,00 €

Palma, 16 de novembre de 2009

El secretari general

Fernando Pozuelo Mayordomo

— o —

Sección I - Comunidad Autónoma Illes
Balears

1.- Disposiciones generales

PRESIDENCIA DE LAS ILLES BALEARS
Num. 26403

Decreto-ley 4/2009, de 27 de noviembre, de medidas urgentes en
materia de ordenación del territorio y medio ambiente

PREÁMBULO

I

El artículo 49.1 del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears prevé la
posibilidad de que el Consejo de Gobierno apruebe normas con rango de ley,
mediante decretos-ley. Este artículo dispone concretamente que ‘en caso de
necesidad extraordinaria y urgente, el Consejo de Gobierno puede dictar medi-
das legislativas provisionales en forma de decretos-ley, que no pueden afectar
los derechos establecidos en este Estatuto, las materias objeto de leyes de des-
arrollo básico del Estatuto de autonomía, los presupuestos generales de la
Comunidad Autónoma, la reforma del Estatuto, el régimen electoral ni el orde-
namiento de las instituciones básicas de la Comunidad Autónoma de las Illes
Balears’.

La redacción de este apartado adopta una configuración similar a la defi-
nida en el artículo 86.1 de la Constitución. Por una parte, se exige un presu-
puesto de hecho que lo habilite, en concreto una ‘necesidad extraordinaria y
urgente’, y, por la otra, se limita la aplicación del Decreto-ley, en el sentido de
que están excluidos de esta vía normativa determinados ámbitos materiales,
como los derechos que prevé el Estatuto, el régimen electoral, el presupuesto o
las instituciones de la Comunidad Autónoma. Esta configuración similar deter-
mina que sea aplicable la doctrina del Tribunal Constitucional, expresada en
múltiples sentencias, tanto por lo que respecta al presupuesto de hecho que le
habilita como por lo que respecta a la definición de los límites materiales del
Decreto-ley.

La necesidad extraordinaria y urgente, presupuesto que habilita el
Decreto-ley, ha sido objeto de sucesivas sentencias del Tribunal Constitucional
—como por ejemplo las sentencias 29/1982, 6/1983, 29/1986 y 23/1993—, que
han moderado los términos literales de esta exigencia, de forma que son consti-
tucionalmente admisibles los Decreto-ley dictados por circunstancias difíciles
de preveer o en virtud de coyunturas económicas que requieren una respuesta
rápida.

II

Este Decreto-ley pretende introducir una serie mínima de modificaciones
legales que deben permitir resolver problemas muy concretos pero que son
necesarios para coadyuvar en un impulso de la actividad económica con impli-
caciones ambientales en diferentes zonas de nuestra comunidad autónoma. La
generación de actividad económica vinculada a la sostenibilidad, la seguridad
jurídica, la agilización de los procesos administrativos y la potenciación de
nuestro patrimonio ambiental son ámbitos de actuación que, no siendo la pri-
mera vez,  obligan el Gobierno de las Illes Balears a adoptar medidas como ésta.

Los artículos 1 y 2 implican de forma directa la delimitación y la ordena-
ción de espacios dotacionales de ámbito supramunicipal tanto en la isla de Ibiza
como Menorca, espacios que son necesarios para el desarrollo ambiental, social
y económico de ambas islas. Mucho concretamente en el caso de Ibiza, se ha
habilitado un posible espacio de ubicación de la depuradora de la ciudad de
Ibiza, un proyecto que ya hace muchos de años que debería ser una realidad y
que es una urgencia inaplazable. En el caso de Menorca, se hace posible la
expropiación del acceso en el centro de interpretación de la reserva de la bios-
fera como equipamiento público de carácter insular. 

El artículo 3 enlaza perfectamente con la disposición adicional sexta del
Decreto-ley 1/2009 para el impulso de la inversión a las Illes Balears.
Efectivamente, en el caso de la isla de Mallorca, los efectos del artículo men-
cionado se deben inserir en el marco de la regulación que establece la disposi-
ción adicional sexta mencionada, en relación con la agilización del desarrollo
urbanístico y edificador, la cual determina que en el período de dos años desde
la entrada en vigor de este Decreto-ley 1/2009, y al efecto de poder solicitar la
licencia de obras de edificación con anterioridad a la finalización de las obras de
urbanización correspondientes, se deja sin efecto el punto 1 de la norma 12 del
Plan Territorial de Mallorca. En todo caso, la ejecución de las obras se llevará a
cabo de forma simultánea con las de urbanización, suficientemente avaladas.

En el caso de la isla de Menorca, de Ibiza y de Formentera se ajustará a lo
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que se establezca tanto en el planeamiento urbanístico y en el de ordenación
territorial como en la legislación urbanística de aplicación.

De hecho, este precepto completa la regulación, ya que prevé una solución
para la situación de los ámbitos de suelo urbano y urbanizable ejecutados sin
alcantarillado y que en la actualidad estaban paralizados por la imposibilidad de
otorgar nuevas licencias, certificados de finales de obra o cédulas de habitabili-
dad. En un contexto de medidas para el impulso de la economía, la posibilidad
de otorgar licencias en estos ámbitos será motivo de dinamización de las empre-
sas de un sector especialmente castigado por la crisis. Un estímulo, no obstan-
te, que tiene todas las garantías ambientales, ya que la previsión sólo afecta sec-
tores con uso predominantemente residencial y de tipología unifamiliar y siem-
pre habrá un control ex ante de la Administración competente en materia hídri-
ca. Y un estímulo que sobre todo se vincula a la voluntad de que se proceda a la
dotación oportuna de las infraestructuras urbanísticas. 

En relación con los artículos 4 y 5, y dado que no ha sido posible culmi-
nar con éxito la transferencia de las competencias de caza a los Consejos
Insulares, de conformidad con el nuevo marco competencial derivado de la
reforma del Estatuto, coinciden con los plazos que establece la Ley 6/2006, de
12 de abril, de caza y pesca fluvial para la regulación y la aplicación de deter-
minados aspectos relevantes del ordenamiento cinegético. En este sentido, se
imponen previsiones de determinaciones sobre certificados de aptitud del caza-
dor y plazos por aprobar la ordenación de la caza en los terrenos gestionados de
aprovechamiento común por medio de planes específicos que este aplazamien-
to impide y, por tanto, es necesario modificar con urgencia el artículo 30 y las
dos disposiciones transitorias de dicha Ley para dar continuidad con carácter
provisional a la tarea del Gobierno hasta que sea asumida por los consejos.

El Decreto-ley tiene habilitación expresa en el artículo 49 del Estatuto de
Autonomía y se dicta al amparo de las competencias que ejerce la Comunidad
Autónoma de las Illes Balears, según los apartados 3, 23 y 46 del artículo 30 del
Estatuto mencionado.

Por todo eso, a propuesta del consejero de Presidencia, a iniciativa del
Consejero de Medio Ambiente, y habiéndolo considerado el Consejo de
Gobierno en la sesión de 27 de noviembre de 2009, se dicta el siguiente

DECRETO-LEY

Artículo 1
Ordenación del sistema general de equipamientos e infraestructuras

supramunicipal de Sa Coma en la isla de Ibiza 

1. Se califica como sistema general un ámbito de actuación de carácter
supramunicipal en los terrenos del antiguo acuartelamiento de Sa Coma, en la
isla de Ibiza, para la implantación y la ejecución de equipamientos e infraes-
tructuras, según la delimitación que recoge el anexo 1 de este Decreto-ley. En
consecuencia, se ajustan los límites del Área Natural de Especial Interés a la
nueva delimitación.

2. La ordenación conjunta del ámbito de Sa Coma se efectuará mediante
un plan especial formulado y aprobado por el Consejo Insular de Ibiza, de con-
formidad con la legislación urbanística y ambiental aplicable. Con carácter pre-
vio a la formulación del plan especial, el Pleno del Consejo Insular de Ibiza,
habiendo informado los ayuntamientos de la isla de Ibiza, asignará a las dife-
rentes zonas los correspondientes usos previstos y su intensidad. Los usos men-
cionados se considerarán, en todo caso, uso específico admitido.

3. Mientras no esté aprobado el plan especial al que se refiere el apartado
anterior, se podrán llevar a cabo en el ámbito de Sa Coma actuaciones de reha-
bilitación de edificios e instalaciones preexistentes y asignar usos provisionales.
Asimismo,  se podrán implantar infraestructuras de interés insular justificadas
por razones ambientales. 

4. Las actuaciones que se pueden llevar a cabo de acuerdo con los puntos
anteriores deberán adoptar medidas de integración paisajística, las cuales tam-
bién pueden afectar las zonas colindantes del ámbito delimitado. La adopción de
estas medidas podrá ir acompañada de la implantación de usos relacionados con
la educación ambiental.

5. Las determinaciones previstas en este artículo vinculan directamente el
planeamiento urbanístico y territorial.

Artículo 2
Delimitación y declaración de utilidad pública del Centro de

Interpretación de la Reserva de Biosfera de la Isla de Menorca en
S’Enclusa (Ferreries)

1. El ámbito del Centro de Interpretación de la Reserva de Biosfera de la
Isla de Menorca, delimitado como equipamiento público por el Plan Territorial

Insular de Menorca a la montaña de S’Enclusa, se amplía con la incorporación
del camino de titularidad privada que actualmente le sirve de acceso y con los
terrenos que constan en las determinaciones gráficas que se incorporan como
anexo 2. Todo el ámbito queda calificado como sistema general público de
carácter insular.

2. Se declara expresamente, al efecto de expropiación, la utilidad pública
y la necesidad de urgente ocupación de los terrenos necesarios por completar el
ámbito delimitado en el anexo gráfico 1, y particularmente de los terrenos por
donde discurre el vial mencionado de acceso a S’Enclusa.

3. Se declaran inversiones de interés autonómico, con los efectos previs-
tos en el Decreto-ley 1/2009, de 30 de enero, las adscritas a la implantación del
Centro de Interpretación de S’Enclusa y a la mejora de su camino de acceso. Las
actuaciones vinculadas a la ejecución de ambas actuaciones no quedarán suje-
tos, en su caso, a los actos de control municipal que prevén tanto la Ley
16/2006, de 17 de octubre, de régimen jurídico de las licencias integradas de
actividad de las Illes Balears, como la Ley 10/1990, de 23 de octubre, de disci-
plina urbanística. Sin embargo, previamente a la aprobación de los correspon-
dientes proyectos, el Ayuntamiento de Ferreries deberá emitir un informe.

Artículo 3
Regulación de las exenciones del servicio de alcantarillado

A las áreas de suelo urbano o urbanizable de uso predominantemente resi-
dencial y de tipología unifamiliar aislada que constituyen una unidad de actua-
ción, un polígono o sector en que, de conformidad con el planeamiento general
o con su plan parcial, no esté previsto que la evacuación de aguas residuales se
haga por el sistema de alcantarillado, se podrán otorgar licencias, certificados de
final de obra y cédulas de habitabilidad para viviendas unifamiliares aisladas,
siempre que se prevegin sistemas provisionales de depuración de aguas resi-
duales de carácter individual como depuradoras de agua o fosas sépticas estan-
cas y homologadas y se den las condiciones y dentro de los plazos señalados
siguientes:

1. Durante el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor de este
Decreto-ley, el único condicionamiento por otorgar las licencias será disponer
del informe favorable a que se hace referencia en este precepto. Durante este
plazo los ayuntamientos deberán aprobar definitivamente el proyecto de urbani-
zación o dotación de servicios que implanté el sistema de alcantarillado, inclu-
yendo las conexiones a los sistemas generales de depuración.

2. Las obras previstas en el apartado anterior se deben ejecutar y deben
estar en funcionamiento antes de dos años a contar desde la entrada en vigor del
Decreto-ley.

3. El finalizar el plazo de dos años se deberán haber conectado al servicio
de alcantarillado todas las edificaciones incluidas dentro las áreas de suelo urba-
no o urbanizable de uso predominando residencial y de tipología unifamiliar ais-
lada que constituyan una unidad de actuación, polígono o sector.

4. Dentro del procedimiento de otorgamiento de nuevas licencias de edi-
ficación deberá constar la conformidad de la Administración competente en
materia de recursos hídricos. En ningún caso se podrán otorgar las nuevas licen-
cias de edificación ubicadas en zonas con riesgo de contaminación de acuíferos
o riesgo geológico.

Transcurrido el primer plazo de un año sin que se hayan aprobado los
correspondientes proyectos de urbanización, de dotación de servicios y de cone-
xión a los sistemas generales y, en todo caso, después del plazo señalado de dos
años, no se podrán otorgar licencias hasta que no se haya subsanado la falta del
servicio de alcantarillado, incluyendo la conexión de todas las edificaciones
comprendidas dentro las áreas mencionadas. 

Artículo 4
Modificación del artículo 30 de la Ley 6/2006, de 12 de abril, de caza

y pesca fluvial

1. Se modifica la redacción del punto 3, en que se añade el siguiente: 
Para la preparación de los exámenes, la Administración competente en

materia de caza o las  entidades acreditadas a este efecto que cumpla los requi-
sitos que se establezcan reglamentariamente  podrán hacer cursos formativos
homologados.

2. Se modifica la redacción de punto 6, que queda redactado de la siguien-
te manera:

Los titulares de una licencia de caza por un período de tiempo correspon-
diente a una anualidad completa, previa a la convocatoria del examen, quedarán
exentos de las pruebas previstas en este artículo y obtendrán el certificado de
aptitud de oficio.
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Artículo 5
Modificación de las disposiciones transitoria segunda y séptima de la

Ley 6/2006, de 12 de abril, de caza y pesca fluvial

1. Se modifica la disposición transitoria segunda, que queda redactada de
la siguiente manera:

Disposición transitoria segunda
Terrenos gestionados de aprovechamiento común
Se establece un período hasta el 15 de junio de 2012, o hasta un período

de dos años posterior al traspaso efectivo de las funciones y de los servicios
inherentes a la competencia en materia de caza a los Consejos Insulares, para la
redacción y aprobación de los planes de ordenación cinegética de los terrenos
de aprovechamiento común, durante los cual se podrá practicar la caza con las
limitaciones que establezca la normativa dictada a este efecto por la administra-
ción competente en materia de caza.

2.  Se modifica el punto 2 de la disposición transitoria séptima, que queda
redactado de la siguiente manera:

2. Se establece un período hasta el 15 de junio de 2012, o hasta un perío-
do de dos años posterior al traspaso efectivo de las funciones y de los servicios
inherentes a la competencia en materia de caza a los Consejos Insulares, para el
establecimiento y la aplicación de los certificados de aptitud para la obtención
de la licencia de caza.

Disposición derogatoria

Quedan derogadas todas las disposiciones de rango igual o inferior que se
opongan a lo que dispone este Decreto-ley, lo contradigan o sean incompatibles
con su contenido.

Disposición final
Entrada en vigor

Este Decreto-ley entra en vigor el día siguiente de haberse publicado en el
Boletín Oficial de las Illes Balears. 

Palma, 27 de noviembre de 2009

El Presidente
Francesc Antich i Oliver

El Consejero de Presidencia 
Albert Moragues Gomila

— o —

Num. 26404
Decreto-ley 5/2009, de 27 de noviembre, de medidas relativas al
servicio público regular de viajeros por carretera de las Illes
Balears y determinadas disposiciones en materia urbanística.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El artículo 49.1 del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, prevé la
posibilidad de que el Consejo de Gobierno apruebe normas con rango de ley,
mediante decretos-ley. Establece concretamente este artículo que ‘en caso de
necesidad extraordinaria y urgente, el Consell de Govern puede dictar medidas
legislativas provisionales en forma de decretos-ley, que no pueden afectar los
derechos establecidos en el Estatuto, las materias objeto de leyes de desarrollo
básico de éste,  los  presupuestos  generales  de  la Comunidad Autónoma, la
reforma del Estatuto, el régimen electoral ni el ordenamiento de las institucio-
nes básicas de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears’.

La redacción de este apartado adopta una configuración similar a la defi-
nida en el artículo 86.1 de la Constitución. Por un lado, se exige un presupues-
to de hecho que lo habilite, en concreto, una ‘necesidad extraordinaria y urgen-
te’, y por otro, se limita la aplicación del decreto-ley, en el sentido de que están
vetados de esta vía normativa determinados ámbitos materiales, como los dere-
chos que prevé el Estatuto, el régimen electoral, los presupuestos o las institu-
ciones de la Comunidad Autónoma. Esta configuración determina que sea apli-
cable la doctrina del Tribunal Constitucional, expresada en múltiples sentencias,
tanto por el presupuesto de hecho que la habilita como por la referencia de la
definición de los límites materiales del decreto-ley.

La necesidad extraordinaria y urgente, presupuesto que habilita el decre-
to-ley, ha sido objeto de sucesivas sentencias del Tribunal Constitucional –
como por ejemplo las sentencias 29/1982,  6/1983,  29/1986 i 23/1993 -, que han
moderado los términos legales de esta exigencia, de forma que son constitucio-
nalmente admisibles los decretos-leyes dictados por circunstancias difíciles de
prever o en virtud de conjeturas económicas que requieren una respuesta rápi-
da.

II

El Estatuto de Autonomía de las Illes Balears atribuye en el artículo 30.5
a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, la competencia exclusiva –potes-
tad legislativa y reglamentaria y función ejecutiva-  del transporte por carretera.

El marco normativo de aplicación en materia de transporte en la
Comunidad Autónoma está constituido por la Ley Orgánica 5/1987, de 30 de
julio, de delegación de facultades del Estado en las comunidades autónomas en
relación con los transportes por carretera y por cable; la Ley 16/1987, de 30 de
julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres, y su Reglamento de desarro-
llo, aprobado por Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre; Ley 13/1998,
de 23 de diciembre, de atribución de competencias a los consejos insulares de
Menorca y de Eivissa y Formentera en materia de transportes terrestres; el Plan
Director Sectorial del Transporte de las Illes Balears (PDSTIB), aprobado por
Decreto 41/2006, de 28 de abril y la Ley 8/2006, de 14 de junio, de creación del
Consorcio de Transportes de Mallorca y el Decreto 12/2007, de 23 de febrero,
de aprobación de sus Estatutos.

El PDSTIB establece un futuro escenario de configuración del mapa de
concesiones basado en la racionalización y simplificación del actual mapa, y de
esta forma favorecer también la coordinación íntegra del conjunto de la red de
servicios regulares de transporte colectivo, así como conseguir un mejor equili-
brio territorial y económico de las actuales concesiones.

El cumplimiento de este escenario hace necesaria la coincidencia en el
tiempo del plazo de extinción de las concesiones que actúen de una manera u
otra en las futuras zonas. Y por tanto, la Administración debe articular el instru-
mento o instrumentos que permitan la homogeneización de los plazos de las
concesiones.

La aprobación del Reglamento (CE) 1370/2007 del Parlamento Europeo
y del Consejo, de 23 de octubre, sobre los servicios públicos de transporte de
viajeros por ferrocarril y carretera ha supuesto un cambio significativo que afec-
ta al régimen de otorgamiento, explotación y extinción de los servicios de trans-
porte público regular permanente de viajeros de uso general. Así, de acuerdo con
el régimen transitorio del mencionado Reglamento y considerando que las con-
cesiones actuales son contratos adjudicados con un procedimiento de licitación
no equitativo, éstas pueden continuar hasta su expiración, pero no por un perío-
do superior a 30 años, incluidas las posibles prórrogas, cuya concesión no se
podría conceder si no lo especifica una normativa de rango legal, como la pre-
sente,  anterior al 3 de diciembre de 2009. En caso contrario, se deberían con-
vocar, tramitar y adjudicar futuramente un elevado número de contratos, que por
su corta duración y baja rentabilidad, no permitirían mejorar el actual servicio,
posibilidad que sí se cumpliría si se planifica a 10 años vista. 

Por todo ello, y con el objetivo de posibilitar la reordenación global del
mapa de concesiones de líneas regulares del transporte público de viajeros de las
Illes Balears, dando cumplimiento así al PDSTIB, y posibilitar la mejora del ser-
vicio, se determina la urgencia de las medidas que se adopten mediante esta dis-
posición legal, que exige un plazo más breve que el que requiere la tramitación
parlamentaria de las leyes, tanto por el procedimiento ordinario como por el de
urgencia, y, en consecuencia, justifica la utilización del instrumente del decreto-
ley que prevé el artículo 49 de la Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero, de
reforma del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears.

Este Título I consta de 7 artículos, que regulan el procedimiento de soli-
citud de las prórrogas de las actuales concesiones de servicio público de trans-
porte regular permanente de viajeros por carretera. En todo caso, las prórrogas
se otorgarán por el organismo competente en cada una las Islas y siempre pre-
via la autorización de un plan de mejoras de la concesión. Ninguna de las pró-
rrogas podrá tener un plazo más allá del 31 de diciembre de 2018.

III 

El segundo título del Decreto ley pretende introducir tres determinaciones
legales mínimas que deben permitir resolver problemas muy concretos pero que
resultan necesarios para dar una respuesta rápida, en el marco de la actual
coyuntura, coadyuvando a un impulso de la actividad económica en diferentes
zonas de nuestra Comunidad Autónoma, sin dejar de lado los criterios de soste-
nibilidad y de preservación del patrimonio histórico. 

Así, el primer artículo introduce un nuevo precepto en la Ley 4 / 2008, de
14 de mayo, de medidas urgentes para un desarrollo territorial sostenible en las
Illes Balears, modificando la actual regulación de las suspensiones de tramita-
ciones de licencias durante los trámites de formulación o innovación del plane-

33BOIB 28-11-2009Num. 174


